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Observaciones del Foro por la Vida, coalición de organizaciones de derechos humanos de Venezuela al Proyecto de Reforma Constitucional
1. El Proyecto de Reforma Constitucional presentado por iniciativa del Presidente de la República en la Asamblea Nacional el día 15 de agosto de 2007 y el informe de la Comisión Mixta para el Estudio del Proyecto de la Reforma para su Tercera Discusión de fecha 14 de octubre de 2007, contienen propuestas ante las que consideramos nuestra obligación pronunciarnos en ejercicio de nuestro legítimo derecho ciudadano a la participación en los asuntos públicos, por la incidencia que éstas tienen sobre el goce y ejercicio de los derechos humanos y la democracia. Las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos tenemos el deber de ejercer la contraloría social, vigilando, denunciando y proponiendo ideas frente a decisiones y políticas públicas que afecten la democracia y los derechos humanos. Debemos recordar, como lo ha sentado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que el respeto y garantía a los derechos humanos sólo es posible lograrlo en un régimen de democracia y Estado de Derecho. En este sentido, la Carta Democrática Interamericana declara que la “democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos” (art. 7). 
 2.
Como consecuencia del análisis que hemos realizado, necesariamente debemos concluir que el Proyecto de Reforma Constitucional presentado por iniciativa del Presidente de la República en la Asamblea Nacional el día 15 de agosto de 2007 y el informe de la Comisión Mixta para el Estudio del Proyecto de la Reforma para su Tercera Discusión de fecha 14 de octubre de 2007, contienen unas propuestas que no pueden ser aprobadas mediante el mecanismo de la Reforma Constitucional, e incluso algunas de ellas ni siquiera por una Asamblea Nacional Constituyente, ya que son inaceptables en una sociedad democrática. 
En efecto, el procedimiento para la reforma de la Constitución de 1999 establece como límite, que ésta: no puede modificar -la estructura ni –los principios fundamentales del texto Constitucional. Sin embargo, hemos constatado, que las siguientes propuestas  modifican los Principios Fundamentales del texto Constitucional de 1999:1. la incorporación del “Poder Popular” no electo; 2. la limitación de los medios de participación y protagonismo del pueblo, en ejercicio directo de su soberanía con el objetivo de “la construcción del socialismo”; 3. la participación protagónica del pueblo “para la construcción de una Democracia Socialista”; 4. la incorporación de un nuevo modelo de “Estado Socialista” como núcleo básico e indivisible de la nueva estructura de la organización territorial nacional; 5. la creación por el Presidente de la República de las entidades político territoriales de “Provincias Federales”, “Ciudades Federales” y “Distritos Funcionales” y la creación de un Distrito Federal, cuyas autoridades no serán electas por el pueblo; 6. la reelección inmediata del Presidente sin límite; 7. la eliminación del derecho de todas las personas a dedicarse a la actividad económica de su preferencia con las limitaciones que establezcan las leyes, así como el deber del Estado de promover la iniciativa privada; y el derecho a la libertad del trabajo; 8. las restricciones irrazonables al derecho de propiedad;  9. la eliminación de los principios de comportamiento de la administración pública como la rendición de cuentas y la participación al servicio de los ciudadanos y ciudadanas; 10. la sustitución de la Fuerza Armada “Nacional” por una Fuerza Armada “Bolivariana” y  la eliminación de las referencias a la Fuerza Armada como una “institución esencialmente profesional, sin militancia política” que “está al servicio exclusivo de la Nación y en ningún caso al de persona o parcialidad política alguna”; 11. la asignación a la Fuerza Armada Bolivariana de tareas permanentes de mantenimiento de la seguridad ciudadana y la formación de cuerpos policiales con la Guardia Territorial Bolivariana; 12 Igualmente queremos resaltar que nos preocupa la vaguedad e imprecisión con la cual está redactada la norma contenida en el artículo 67 propuesto en la Reforma Constitucional en relación a la prohibición de financiamiento de asociaciones con fines políticos, con fondos provenientes de gobiernos o entidades públicas o privadas del extranjero, ya que voceros oficialistas han justificado esta norma, en la necesidad de prohibir el financiamiento de organizaciones no gubernamentales particularmente las de derechos humanos. Ello, además de ser inaceptable en una sociedad democrática, violaría también Principios Fundamentales de la Constitución y tratados internacionales sobre derechos humanos;  13. De extrema gravedad nos parecen las reformas de los artículos 337, 338 y 339 relativos a los Estados de Excepción, toda vez que las modificaciones incluidas abandonan o reducen las cautelas y controles previstos en la Constitución vigente y en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y se limita el listado de derechos no susceptibles de restricción con motivo de un estado de excepción. En Venezuela, en los hechos del Caracazo, en la masacre del Retén de Catia  y en muchos otros gravísimos casos de violaciones de los derechos humanos ocurridos en el hemisferio tenemos suficientes ejemplos que nos indican de manera clara que precisamente en una situación de excepción, para salvaguardar los derechos humanos, es cuando más se requiere la plena vigencia de las garantías fundamentales.
3. 
La aprobación por la Asamblea Nacional mediante el procedimiento de Reforma de la Constitución, de las propuestas antes identificadas que modifican los Principios Fundamentales del texto Constitucional, configurará un fraude a la Constitución de 1999. En este sentido debemos recordar que la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia ha establecido con claridad, que el fraude a la Constitución consiste en “la destrucción de las teorías democráticas”, “mediante el procedimiento de cambio en las instituciones existentes aparentando respetar las formas y procedimientos constitucionales”. Éste se entiende “como la utilización del procedimiento de reforma constitucional para proceder a la creación de un nuevo régimen político, de un nuevo ordenamiento constitucional, sin alterar el sistema de legalidad establecido”. Por ello, concluye nuestro Máximo Tribunal afirmando que “una reforma constitucional sin ningún tipo de límites, constituiría un fraude constitucional” (Sentencia No.74 de fecha 25-1-2006, págs. 15 y 16, publicada en www.tsj.gov.ve)
4. 
 En virtud de que la Reforma Constitucional propuesta contiene una serie de normas que, en primer lugar, modifican los Principios Fundamentales de la Constitución por lo que no sólo son inviables a través del mecanismo de la Reforma, sino que en todo caso, son incluso inaceptables en una sociedad democrática que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la preeminencia de los derechos humanos, a continuación formulamos nuestras observaciones y objeciones:
5. En primer lugar, tenemos una especial preocupación por las modificaciones propuestas en la regulación constitucional de los estados de excepción, pues se abandonan o reducen las cautelas y controles previstos en la Constitución vigente y se limita el listado de derechos no susceptibles de restricción con motivo de un estado de excepción. En tal sentido, se observa que la propuesta de reforma pretende restaurar la figura de la suspensión de garantías, de nefastas consecuencias en la experiencia constitucional venezolana y que no explica adecuadamente el alcance de los estados de excepción. De allí que la Constitución de 1999 haya optado por la expresión restricción de garantías, pues ni siquiera en circunstancias extraordinarias quedan suspendidas las garantías de los derechos, como lo ha interpretado de manera auténtica la Corte Interamericana de Derechos Humanos, particularmente a través de sus opiniones consultivas números 8 y 9. Adicionalmente, se plantea la supresión de los límites temporales establecidos en el artículo 338 de la Constitución, lo que nos coloca ante el riesgo de estados de excepción prolongados o incluso ilimitados, que hoy están sujetos a barreras temporales para evitar excesos ya conocidos. Se elimina, además, la facultad de la Asamblea Nacional o de la Comisión Delegada de intervenir para revocar el decreto que declare el estado de excepción, al cesar las causas que lo motivaron. Desaparece también la alusión al deber de remitir el decreto respectivo a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, que sigue siendo competente para pronunciarse sobre su constitucionalidad, aun de oficio, a tenor del artículo 336, num. 6, de la Constitución. Especial gravedad reviste la propuesta de sustraer la libertad de información y el derecho al debido proceso de la enunciación de las garantías no susceptibles de restricción o suspensión (artículo 337 de la PRC). Esto implica una violación del principio de progresividad en materia de derechos humanos consagrado constitucionalmente (art. 19), el cual se conecta con la preeminencia de los derechos humanos (art. 2) y ha representado un límite material del poder constituyente, incluso del calificado como originario. La posibilidad, que abriría la reforma, de restringir e incluso suspender el derecho al debido proceso quebrantaría, además, tratados internacionales ratificados por Venezuela. Tal derecho forma parte de las garantías judiciales indispensables para la protección de los derechos humanos no susceptibles de suspensión (art. 27.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) y su carácter fundamental es reiterado por el Derecho Internacional Humanitario, que incluso en caso de conflicto armado exige el respeto de los elementos básicos del debido proceso. La gravedad de la propuesta se hace aún mayor si se tiene en cuenta la variedad de derechos que la Constitución de 1999 comprende bajo el concepto del debido proceso, conforme a su artículo 49, el cual abarca el derecho a la defensa, a la presunción de inocencia, a no declarar contra sí mismo y al juez natural, entre otros, así como principios cuya suspensión resultaría igualmente contraria al Derecho Internacional, como ocurre con el principio de retroactividad en materia penal y el principio de non bis in idem, o derecho a no ser juzgado dos veces por un mismo hecho. Resulta además inexplicable la propuesta de supresión de la referencia que hace el artículo 338 de la Constitución al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en lo que atañe a las exigencias, principios y garantías que establecen al regular los estados de excepción. 
6. En segundo lugar, debemos destacar la incorporación del “Poder Popular” dentro de la distribución territorial del Poder Público del Estado. Se propone que el pueblo ejerza la soberanía popular directamente a través del Poder Popular, el cual “no nace del sufragio ni de elección alguna, sino que nace de la condición de grupos humanos organizados como base de la población” (subrayado añadido). En ese sentido, el Poder Popular se expresa “constituyendo las comunidades, las comunas y el autogobierno de las ciudades, a través de los consejos comunales, los consejos obreros, los consejos campesinos, los consejos estudiantiles y otros entes que señale la ley” (PRC, art. 136). A fin de llevar a cabo estos mecanismos del Poder Popular, la propuesta de Reforma Constitucional establece como mecanismo de nombramiento de sus autoridades que la “Comunidad organizada tendrá como máxima autoridad la Asamblea de ciudadanos quien en tal virtud designa y revoca a los órganos del Poder Comunal en las comunidades, Comunas y otros entes político-territoriales” y el “Consejo Comunal” se constituye en “el órgano ejecutor  de las decisiones de las asambleas” (subrayado añadido) (PRC, art. 184). Como organizaciones de Derechos Humanos valoramos positivamente que se reconozca la participación ciudadana en el Poder. Pero percibimos que se trata  de una propuesta que modifica el principio democrático de la soberanía popular y su ejercicio a través de la elección popular de las autoridades como Principio Fundamental de la Constitución de 1999. La democracia participativa supone la integración de elementos de la democracia directa y la representativa, pero nunca puede implicar la renuncia a la segunda. El proyecto presentado establece sólo mecanismos asamblearios (incluso en la elección de los miembros al Consejo Comunal) limitando así el ejercicio democrático del poder. Por lo cual,  esta modificación viola los siguientes Principios Fundamentales de la Constitución: 1. los órganos del Estado emanan de la soberanía popular y a ella están sometidos, en virtud de que ésta reside intransferiblemente en el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma prevista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, mediante el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder Público (art. 5); y 2. el ejercicio democrático de la voluntad popular como un fin esencial del Estado (art.3); y 3. El principio democrático “electivo” tanto del gobierno de la República como de todas las entidades políticas que la componen (art. 6). Es importante señalar, que el derecho humano a la participación política reconocido en la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que “Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores…” (art. 23). Además de ello, debemos recordar que uno de los elementos esenciales de la democracia es “la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo” (art. 3, Carta Democrática Interamericana). De allí que el régimen de “asamblea” propuesto para que la Asamblea de ciudadanos designe y revoque a los órganos del Poder Comunal, viola además  el derecho al voto “secreto”, “libre” e individual de los ciudadanos y ciudadanas, quienes estarán sujetos a las presiones y represiones derivadas del ejercicio de su voto en contra de quienes dominen las asambleas populares. Por lo cual, el Principio Fundamental de la Constitución del sufragio como ejercicio de la soberanía popular, es garantizado como un derecho mediante votaciones libres, universales, directas y secretas (art. 64). Ese sufragio libre y secreto como garantía para el ejercicio del derecho fundamental, constitucional y humano al ejercicio de la soberanía popular como Principio Fundamental de la Constitución es vulnerado con la propuesta del Poder Popular antes analizada.  
7. La Reforma propone que el régimen de promoción, organización y registro, constitución, integración y competencias de los Consejos Comunales, así como un “Fondo” destinado a su financiamiento, serán competencias del Poder Nacional (PRC, arts. 184 y 156, num. 35). La centralización en el Poder Nacional y en concreto en el Poder Ejecutivo del control sobre la promoción, creación, registro y financiamiento de los Consejos Comunales distorsiona su carácter local y popular, sometiéndolo a un tutelaje jerárquico que se presta para la creación de instancias manejadas y manipuladas de arriba hacia abajo, y no en verdaderas instancias democráticas de participación popular de abajo hacia arriba. Ello igualmente desvirtúa los Principios Fundamentales de la Constitución antes expuestos.
8. En tercer lugar, observamos que la propuesta de Reforma contempla la modificación del artículo 70 de la Constitución relativo a los medios de participación y protagonismo del pueblo, en ejercicio directo de su soberanía con el objetivo de “la construcción del socialismo”. Conforme a lo expresado por el Presidente de la República en su discurso de presentación del proyecto de Reforma Constitucional en la Asamblea Nacional el 15-8-07, “sólo en socialismo será posible la verdadera democracia”. No obstante, lo correcto es sostener que sólo en una democracia es posible un socialismo democrático. La participación democrática de los ciudadanos y ciudadanas en el ejercicio de su soberanía es un derecho propio reconocido en la Constitución de 1999 y en instrumentos internacionales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 23), que no está ni puede estar restringido o limitado a la “construcción del socialismo”.  En todo caso, el socialismo democrático es sólo una opción o un modelo, pero en ningún caso puede ser la única para todos los ciudadanos y ciudadanas. Por ello no se puede restringir los medios de participación ciudadana únicamente con el objetivo de “construcción del socialismo”, ya que son mecanismos que permiten la realización del derecho a la participación de todos los ciudadanos y ciudadanas en los asuntos públicos, en ejercicio de la soberanía popular. En virtud de lo cual, imposición de una restricción de los medios de participación popular a “la construcción del socialismo”, viola los siguientes Principios Fundamentales de la Constitución: 1. el pluralismo político, la democracia, la libertad y la igualdad como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de la actuación del Estado (art. 2); 2. el ejercicio democrático de la voluntad popular como uno de los fines esenciales del Estado (art.3); y 3. los principios pluralista, democrático, participativo y electivo de gobierno democrático de la República y de las entidades políticas que la componen (art. 6); y la soberanía popular, la cual reside intransferiblemente en todo el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma prevista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, mediante el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder (art. 5). De igual forma se violenta lo dispuesto en el artículo 23 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 3 de la Carta Democrática Interamericana. 
9. Las observaciones formuladas en el numeral anterior son enteramente aplicables a la propuesta de modificación del artículo 158 de la Constitución conforme al cual, el Estado promoverá “la participación protagónica del pueblo”, “para la construcción de una Democracia Socialista”.
10. En cuarto lugar, queremos referirnos a la propuesta de incorporación de un nuevo modelo de “Estado Socialista” como núcleo básico e indivisible de la nueva estructura de la organización territorial nacional (PRC, art.16), ya que ello supone un tipo de Estado que modifica uno de los principios Fundamentales de la Constitución. Se trata de la adopción constitucional de un nuevo modelo de Estado que obedece a una concepción ideológica determinada, que en todo caso modifica el Principio Fundamental de la Constitución que define al Estado venezolano como un “Estado democrático y social de Derecho y de Justicia” (art. 2). Dicha propuesta afectaría además el “pluralismo político” como valor superior del Estado y de su ordenamiento jurídico (art. 2). En una democracia el Estado deben estar abierto a todas las ideologías democráticas, sin ser exclusivo o excluyente.
11.  En quinto lugar, la propuesta de creación mediante decreto del Presidente de la República (previo acuerdo aprobado por la Asamblea Nacional) (pero sin la consulta obligatoria al pueblo de las comunidades afectadas) de las entidades político territoriales de “Provincias Federales”, “Ciudades Federales” y “Distritos Funcionales” (PRC, art.16), bajo la administración, ordenación y gestión del Poder Nacional (PRC, art. 156, numeral 11) y cuyas autoridades serán designadas libremente por el Presidente de la República (art. 236, num.3), modifica el principio democrático de la elección popular de las autoridades. Igualmente el Presidente de la República podrá crear “Territorios Federales” y “Municipios Federales” (previo referendo aprobatorio de la entidad respectiva) (PRC, art. 16) y designar libremente sus autoridades (PRC, art. 236, num. 3). En este sentido debemos señalar que la Constitución de 1999 consagra el principio de la elección popular de todas las autoridades político territoriales de los poderes legislativo y ejecutivo de los niveles nacional, estadal y municipal: Asamblea Nacional y Presidente de la República; Consejos Legislativos y Gobernadores; y Concejos Municipales y Alcaldes. Por lo cual, la sustracción de autoridades político territoriales de la libre elección del pueblo, supone un retroceso sobre los siguientes Principios Fundamentales de la Constitución: 1. el ejercicio democrático de la voluntad popular como un fin esencial del Estado (art.3); 2. los órganos del Estado emanan de la soberanía popular y a ella están sometidos, en virtud de ésta reside intransferiblemente en el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma prevista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, mediante el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder Público (art. 5); 3. El principio democrático “electivo” tanto del gobierno de la República como de las entidades políticas que la componen (art. 6). Si bien la propuesta prevé la revocatoria del mandato de las autoridades designadas por el Presidente de la República, el sustituto del eventual funcionario revocado, no será tampoco electo sino que será igualmente designado por el Presidente. 
12. Las mismas observaciones antes expresadas básicamente se aplican a la creación de un Distrito Federal en el cual tendrá su sede la ciudad de Caracas (PRC, art. 16), cuya ordenación y gestión será competencia del Poder Nacional (PRC, art. 156, num. 10), el cual a través del Poder Ejecutivo dispondrá lo necesario para su reordenación de todas sus áreas y materias. Esta re-centralización del gobierno metropolitano en el Poder Nacional, además de modificar los Principios Fundamentales democráticos señalados en el punto anterior, significa un retroceso respecto a los avances logrados en la Constitución de 1999 con la elección popular del Alcalde y el Cabildo Metropolitano, como ha sido el caso en Latinoamérica de la elección de las autoridades metropolitanas de Ciudad de México y Buenos Aires. 
13. En sexto lugar, la Reforma Constitucional propuesta por el Presidente de la República propone aumentar el período presidencial de seis (6) a siete (7) años y permitir la reelección inmediata del Presidente sin límite alguno (PRC, art. 230). Independientemente de la justificación política e histórica de la limitación del mandato de los Presidentes, particularmente en Latinoamérica, como una fórmula para limitar su poder temporalmente y evitar así el caudillismo y el personalismo político, la reelección ilimitada del Presidente de la República viola un Principio Fundamental de la Constitución como es el carácter alternativo del gobierno de la República (art. 6). El principio constitucional de la alternabilidad del Gobierno significa que un Presidente no puede perpetuarse en el poder, aun con el respaldo de la voluntad popular. En efecto, el Jefe de Gobierno (y de estado) de la República es el Presidente de la República (art. 226). El principio de alternabilidad significa que, por disposición de la Constitución y el poder constituyente, el mandato del Presidente debe tener un límite y en consecuencia su reelección no puede ser ilimitada. Esta ha sido por demás la regla no sólo del constitucionalismo venezolano (a excepción de las constituciones de la época de las dictaduras de Juan Vicente Gómez y la de Marcos Pérez Jiménez), sino que es actualmente la regla del constitucionalismo latinoamericano: la reelección inmediata limitada a un sólo período presidencial. Por otro lado, constatamos que la tendencia del constitucionalismo contemporáneo en Latinoamérica (ej. Chile) y en el mundo (ej. Francia) ha sido a la reducción del período presidencial entre 4 y 5 años. Por ello, siendo la reelección presidencial limitada a un período la concreción de la voluntad popular constituyente del carácter alternativo del gobierno de la República, su modificación (en todo caso discutible), no puede ser hecha a través del mecanismo de la Reforma Constitucional, ya que con ello se vulneraría no sólo a la alternabilidad como Principio Fundamental de la Constitución, y con ello se violaría a otro Principio Fundamental cual es que la Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico, por lo que los órganos que ejercen el Poder Público están sujetos a ella (art. 7).

14. En séptimo lugar, con relación a la materia militar, la Reforma presentada por el Presidente de la República propone, en primer lugar, sustituir la Fuerza Armada “Nacional” por una nueva conceptualización de Fuerza Armada “Bolivariana”, guiada por la “doctrina militar bolivariana” (PRC, art. 328). En este sentido, los componentes militares de la Fuerza Armada Bolivariana pasan a ser: el Ejército “Bolivariano”, la Armada “Bolivariana”, la Aviación “Bolivariana”, la Guardia Territorial “Bolivariana” y la “Milicia Popular Bolivariana” (PRC, art. 329). Se incorporan conceptos en su misión como “la guerra popular de resistencia” y “la participación permanente en tareas de mantenimiento de la seguridad ciudadana” (PRC, art. 328). En ese sentido, se propone que la Guardia Nacional (que cambiará su denominación por el de Guardia Territorial Bolivariana), se convierta en un cuerpo esencialmente militar, con el cual podrán “formarse cuerpos policiales con una parte de sus recursos humanos, técnicos y materiales” (Disposición Transitoria). En segundo lugar, llama la atención en la propuesta de la nueva norma, la eliminación de los  principios constitucionales de la Fuerza Armada como una “institución esencialmente profesional, sin militancia política” que “está al servicio exclusivo de la Nación y en ningún caso al de persona o parcialidad política alguna” (art. 328, Const. 99). Además de ello, se aumentan las facultades del Presidente de la República como Comandante en Jefe de la Fuerza Armada para ejercer la Suprema Autoridad Jerárquica “en todos sus Cuerpos, Componentes y Unidades” y “Promover a sus oficiales en todos los grados y jerarquías y designarlos o designarlas para los cargos correspondientes” (PRC, art. 236, numerales 6 y 7). Sobre el particular observamos la inconveniencia de eliminar de la regulación constitucional de la Fuerza Armada Nacional, su condición de una “institución esencialmente profesional, sin militancia política” que “está al servicio exclusivo de la Nación y en ningún caso al de persona o parcialidad política alguna”. Ello unido al nombre de “Bolivariana” que lo identifica con el proyecto político del actual Presidente de la República y el aumento de las facultades presidenciales de mando militar directo, configuran un cuadro peligrosamente militarista y de utilización política de la Fuerza Armada Nacional. Ello en definitiva vulnera los siguientes Principios Fundamentales de la Constitución: 1. el “pluralismo político” como valor superior del Estado y de su ordenamiento jurídico (art. 2); 2. la democracia, como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico y de la actuación del Estado (art. 2); y 3. la construcción de una sociedad justa y amante de la paz, como uno de los fines esenciales del Estado (art.3). 
15. En octavo lugar, la asignación a la Fuerza Armada Bolivariana de “la participación permanente en tareas de mantenimiento de la seguridad ciudadana” y la formación de cuerpos policiales con la Guardia Territorial Bolivariana (PRC, art. 328), representa un grave y peligroso atentado contra los estándares internacionales sobre derechos humanos en materia de seguridad ciudadana. Tanto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los organismos de la ONU, han sostenido la obligación del Estado de garantizar la vida, la integridad personal y los bienes de las personas, mediante la organización de su aparato de policía de carácter civil y una política de seguridad ciudadana. En este sentido, las labores de policía deben ser llevadas a cabo por cuerpos civiles bien entrenados, debidamente dotados y pagados, que prevengan y protejan de manera profesional y transparente a las personas contra el crimen. La enorme tragedia de la inmensa cantidad de víctimas de la violencia en Venezuela no se resuelve con la militarización de la seguridad ciudadana, sino que por el contrario, conforme a la experiencia nacional e internacional, ésta lastimosamente se agravará. En este sentido pedimos se rescate las conclusiones y recomendaciones  hechas por la Comisión Nacional para la Reforme Policial (Conarepol), incluida la de crear una “...institución pública, civil, de función indelegable y concurrente, orientada por los principios de participación, permanencia, eficacia, eficiencia, universalidad, democracia, control de desempeño y evaluación, de acuerdo con procesos y estándares definidos y sometida a un proceso de planificación y desarrollo según las demandas de la comunidad a nivel nacional, regional y local.” Por ello, la propuesta de militarización de la seguridad ciudadana asignándole a la Fuerza Armada Bolivariana tareas permanentes de mantenimiento de la seguridad ciudadana, resulta además contraria a los siguientes Principios Fundamentales de la Constitución: 1. la vida, la libertad, la justicia, la democracia y la preeminencia de los derechos humanos, como valores superiores del ordenamiento jurídico y de la actuación del Estado (art. 2); y 2. la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, la construcción de una sociedad justa y amante de la paz, la promoción de la prosperidad y bienestar del pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y consagrados en la Constitución como fines esenciales del Estado (art.3).
16. En noveno lugar, en relación con los derechos, la reforma modifica la consagración de la norma relativa al derecho de propiedad (art. 115), para reconocer y garantizar las diferentes “formas” de propiedad: pública: social indirecta y directa, colectiva, mixta y privada. En relación con la propiedad privada, la misma se reconoce únicamente sobre “bienes de uso y consumo y medios de producción legítimamente adquiridos” (PRC, art. 115). El problema de Venezuela continua siendo la pobreza y la desigual distribución de la riqueza pública y privada. El objetivo social y económico de las políticas públicas debe ser garantizar un mayor acceso a la propiedad, particularmente a la vivienda digna, a la tierra, a un salario justo y a medios de trabajo, a las personas más necesitadas. Si bien valoramos la incorporación de distintas formas de propiedad pública y social en la Constitución, la formulación propuesta sobre la propiedad deja de reconocer y garantizarla como un “derecho”, para simplemente hacerlo respecto a las “formas” de propiedad. Por otro lado, si bien los otros tipos de propiedad no tienen restricciones respecto a los bienes apropiables u objeto de propiedad, la privada sólo se reconoce como vimos, sobre bienes de “uso y consumo” y “medios de producción legítimamente adquiridos”. En primer lugar, estas categorías no son jurídicamente determinadas, son más económicas y hasta ideológicas, por lo cual se prestan a una posterior determinación por ley que deje por fuera arbitrariamente a determinados bienes. En segundo lugar, el requisito de que los medios de producción deben ser “legítimamente adquiridos”, plantea serias interrogantes como ¿Qué se entiende por tales? ¿Quién determina la legitimidad de su adquisición? Se trata por tanto de la imposición de unas exclusiones a la propiedad y su sometimiento a condicionamientos irrazonables, que restringe arbitrariamente el derecho a la  propiedad de las personas. La propiedad es un derecho humano de todas las personas, reconocido en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 21) sobre sus bienes, lo cual no obsta, para que en virtud de su función social la ley deba razonablemente subordinar su uso y goce al interés social. Por ello no creemos en la propiedad pública, ni en la social, ni en la cooperativa ni en la privada como derechos absolutos o ilimitados. La propiedad está al servicio de las personas y no al contrario. Reiteramos que el problema de la propiedad es cómo se democratiza y se hace accesible a la inmensa mayoría de los venezolanos y venezolanas, no de cómo se restringe su acceso y garantía. La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desarrollado este derecho tanto en su acepción de propiedad privada, como de propiedad colectiva de las comunidades indígenas. La propuesta de Reforma Constitucional en relación al derecho de propiedad no sólo viola el principio constitucional de progresividad de los derechos humanos (art.19), sino los siguientes Principios Fundamentales de la Constitución: 1. la preeminencia de los derechos humanos, como un  valor superior del ordenamiento jurídico y de la actuación del Estado (art. 2); y la promoción de la prosperidad y bienestar del pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y consagrados en la Constitución, como fines esenciales del Estado (art.3).
17. En décimo lugar, debemos observar que el derecho a la “libertad” de trabajo existente en la Constitución de 1999 (artículo 87), es modificada por un enunciado restrictivo, ya que mientras el enunciado actual establece un derecho amplio que puede ser regulado mediante ley, la propuesta de Reforma considera al trabajo como un derecho que sólo puede ser ejercido dentro del marco de lo que la ley permite (PRC, artículo 87). Con ello, el trabajo dejaría de ser un “derecho” humano inherente que puede ser desarrollado por la ley, para ser una “potestad” de regulación del Estado fuera de la cual no habría derecho alguno. Igualmente observamos que la Reforma propuesta elimina el derecho de todas las personas a dedicarse a la actividad económica de su preferencia con las limitaciones que establezcan las leyes, así como el deber del Estado de promover la iniciativa privada (PRC, art. 112). La eliminación de este derecho conlleva a un sistema donde las actividades económicas sólo se puedan llevar a cabo por definición del Estado de “un Modelo Económico Productivo, intermedio, diversificado e independiente” (PRC, art. 112). Esta regulación permite la arbitrariedad en la definición por el Estado de las áreas económicas permitidas en ese modelo económico.   

18. En decimoprimero lugar, observamos que la reforma propuesta de Reforma Constitucional elimina la norma contenida en el artículo 141 de la Constitución de 1999, conforme a la cual, la Administración Pública “está al servicio de los ciudadanos y ciudadanas” y se fundamenta en los principios de “honestidad, participación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad en el ejercicio de la función pública, con sometimiento pleno a la ley y al derecho”. En su lugar, se propone sustituirla por una norma sobre los tipos de administraciones públicas, las cuales –por cierto- ahora no estarán destinadas constitucionalmente al “servicio de los ciudadanos y ciudadanas”, sino a “servir de instrumentos a los poderes públicos para el ejercicio de sus funciones” (PRC, art. 141). La eliminación de esta norma y de los principios, particularmente los de participación y rendición de cuentas y responsabilidad en el ejercicio de la función pública, afectan los siguientes principios fundamentales de la  Constitución: 1. La “responsabilidad social” como un valor superior del ordenamiento jurídico y de la actuación del Estado democrático y social de Derecho y de Justicia; 2. el carácter “responsable” del gobierno de la República Bolivariana de Venezuela y de las entidades políticas que la componen; y 3. la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, así como fines del Estado (art. 3).

19. Por último, queremos resaltar que nos preocupa la vaguedad e imprecisión con la cual está redactada la norma contenida en el artículo 67 propuesto en la Reforma Constitucional en relación a la prohibición de financiamiento de asociaciones con fines políticos, con fondos provenientes de gobiernos o entidades públicas o privadas del extranjero, ya que voceros oficialistas han justificado esta norma, en la necesidad de prohibir el financiamiento de organizaciones no gubernamentales particularmente las de derechos humanos. Según esos voceros, estas organizaciones con sus informes y actividades sobre derechos humanos cuestionan políticas del gobierno, convirtiéndose así en asociaciones con fines políticos de oposición. Esta interpretación de la norma propuesta viola el derecho a la libre asociación y los derechos de los defensores de derechos humanos, reconocidos en la Constitución (art. 52) y en instrumentos internacionales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art.16) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art.22), así como diversas declaraciones de la ONU y la OEA. De esta forma, se violarían los siguientes Principios Fundamentales de la Constitución: 1. la preeminencia de los derechos humanos como un valor superior del ordenamiento jurídico y del Estado democrático y social de Derecho y de Justicia; y 2. la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad como un fin del Estado (art. 3).  

(
20. Valoramos la propuesta relativa a la regulación del financiamiento estatal, el uso de espacios públicos y el acceso a los medios de comunicación social en las campañas electorales por parte de las diversas asociaciones con fines políticos (art. 67), ya que su correcta aplicación podrá contribuir a la equidad del juego electoral, a una mayor transparencia de las campañas electorales y en definitiva al fortalecimiento de la democracia. Sin embargo, ello debe conllevar un mayor control de los mecanismos indirectos y fraudulentos de financiamiento de las actividades y campañas de los candidatos y partidos políticos en el poder, tanto a nivel nacional como estadal y municipal.
21. Igualmente valoramos como positiva la norma que reduce a seis (6) horas diarias la jornada laboral (art. 90). Si bien es cierto que la Constitución del 99 consagra la obligación del legislador de reducirla, ella no ha sido puesta en vigencia hasta la fecha. Es importante que aparte de evaluar el impacto económico y en el empleo formal de esta medida, se fomenten mecanismos para la utilización del tiempo libre, de manera independiente, en provecho del trabajador y su familia. Así mismo, valoramos el carácter progresivo de la norma propuesta sobre el derecho al trabajo y la creación de un “Fondo de estabilidad social para trabajadores y trabajadoras por cuenta propia” (art. 87). Esperamos que esta propuesta se haga realidad lo antes posible, al igual que la norma constitucional relativa a la seguridad social universal que, a pesar de estar vigente desde 1999 aún no se ha implementado. 

22. Consideramos importante  el reconocimiento de nuestro origen multiétnico y particularmente la valoración que el artículo 100 de la Reforma Constitucional hace sobre la cultura afrodecendiente, dentro del marco de la pluriculturalidad venezolana.  

23. Finalmente consideramos como positivo el reconocimiento del “derecho a la ciudad” (art. 18), en la medida en que su respeto y garantía conlleven a una mayor participación ciudadana y a un mayor control de las responsabilidades administrativas de equipamiento urbano, así como de una vida más humana y equitativa del habitante de las ciudades. En este sentido, se deben establecer mecanismos que le garanticen a los ciudadanos y ciudadanas de las ciudades el ejercicio efectivo de este derecho y los mecanismos para su exigencia.
24. No obstante, por las razones antes expuestas, consideramos que estos aspectos que valoramos en la Reforma Constitucional propuesta, en ningún caso pueden justificar la aprobación de los otros aspectos sustanciales que objetamos, ya que se violarán los Principios Fundamentales de la Constitución que hemos señalado y por tanto se cometería un fraude a la Constitución.

(
25. La Constitución de 1999 fue el producto de un rico proceso de consultas populares que incluyó la celebración de un referendo inicial para la aprobación de la convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente (ANC) en el cual se dieron a conocer previamente las Bases Comiciales; la elección de diputados a la ANC; la aprobación del texto por la ANC; y su aprobación final por un referendo. Las ong´s de derechos humanos participamos activamente en dicho proceso, efectuando una serie de propuestas que fueron recogidas en el Texto Constitucional. Por todo ello, puede afirmarse, que independientemente de las críticas de forma y de fondo que se han hecho a la Constitución de 1999, ésta tiene una legitimidad incuestionable y es la expresión del poder constituyente de la nación.
26. La duración de las Constituciones es considerada como una virtud cuando permite su vigencia, desarrollo y profundización, y facilita la estabilidad de la democracia. Venezuela se ha caracterizado por la poca duración de sus textos constitucionales, con excepción hasta ahora de los de 1830 y 1961. Las Constituciones que han sido aprobadas por las mayorías con amplios consensos nacionales, son las que más han durado; las Constituciones aprobadas o impuestas por las mayorías de turno o por los caudillos de turno son las que menos han durado en nuestra historia.
27. La Constitución es el pacto fundamental que rige la vida de toda una nación. En ella se expresan los valores, los fines y objetivos de un pueblo. Por ello las Constituciones no son la imposición ni el reflejo de la ideología de un grupo o mayoría de turno. En este sentido, las Constituciones deben ser producto del dialogo, el consenso y el mayor acuerdo posible. De la misma manera, las reformas a la Constitución deben respetar estos mismos principios. 
28. La Constitución de 1999 establece el procedimiento para su reforma. La “Reforma de la Constitución” es un mecanismo de modificación del Texto Fundamental, el cual esta regulado en cuanto a sus requisitos formales y de contenido, en los artículos 342 al 346, contenidos en el Capítulo II (De la reforma constitucional) del Título IX (DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL) de la Constitución de 1999.
29. La Reforma tiene por objeto una revisión parcial de esta Constitución y la sustitución de una o varias de sus normas que no modifiquen la estructura y principios fundamentales del texto Constitucional (art. 342). En consecuencia, el propio contenido de la Reforma establece su límite: no puede modificar -la estructura ni –los principios fundamentales del texto Constitucional. La estructura de la Constitución está referida fundamentalmente al Preámbulo, la consagración de derechos y la regulación del poder; la organización del Estado en la Constitución: la forma de Estado (federal),  el sistema político (república); la forma de gobierno (presidencialismo con controles parlamentarios y populares); la democracia y su ejercicio tanto a través del sufragio como directamente.
30. Los principios fundamentales del texto Constitucional son los valores, los fines y fundamentos consagrados en la Constitución. En el caso de la Constitución de 1999, esos principios están expresamente contenidos en el Título I: “Principios Fundamentales” de los artículos 1 al 9. No obstante, estos pueden también ser identificados y desarrollados en otras normas de la propia Constitución. Conforme a lo que hemos expuesto en este documento, la Reforma Constitucional propuesta modifica y por tanto viola los Principios Fundamentales que hemos señalado. 
31. Finalmente, hacemos un llamado al país para que el debate sobre la Reforma Constitucional sea democrático, abierto, plural y participativo. No deben usarse descalificativos previos contra los grupos o personas que manifiesten sus opiniones a favor o en contra de las propuestas de reforma. Los Diputados y Diputadas de la Asamblea Nacional tienen una responsabilidad trascendental de escuchar y dialogar con todos los sectores de la vida nacional antes de proceder a pronunciarse sobre la aprobación de la reforma propuesta. En este sentido, la Asamblea Nacional debe desarrollar mecanismos y procedimientos efectivos para recibir propuestas, observaciones, críticas y opiniones a favor y en contra de la reforma propuesta, a fin de tomarlas en consideración.
32. En todo caso, el debate sobre el contenido y el procedimiento de la iniciativa de Reforma Constitucional propuesta por el Presidente de la República debe darse en todo el país, de manera abierta, igual, libre y participativa. Este debate debe ser en sí mismo un ejercicio de democracia; y una oportunidad para el ejercicio de la libertad de expresión de todos los ciudadanos y ciudadanas. En él debe garantizarse el acceso libre y equilibrado de las diversas tendencias a los diversos foros  y a los medios de comunicación tanto públicos como privados. No deben utilizarse los recursos públicos nacionales ni estadales o municipales, para la promoción de las posiciones que asuman sus autoridades. Creemos que solamente con ciudadanos y ciudadanas libres y bien informados pueden alcanzarse las decisiones democráticas que exige este importante momento que vive el país.
Caracas, a los 19 días del mes de Octubre de 2007.
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